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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TUTELA SEGUNDA INSTANCIA NÚMERO 352-2021 

 
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
 Bogotá D.C., agosto veinte (20) de dos mil veintiuno (2021) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la impugnación interpuesta por el señor 

HELVERTH ALEXANDER SERRATO SEPULVEDA, contra la sentencia proferida 

con fecha julio veintiocho (28) de 2021, por el JUZGADO DECIMO MUNICIPAL 

DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C., mediante la cual se 

negaron por improcedentes las pretensiones solicitadas por la parte accionante. 

 
ANTECEDENTES 

 
 

La parte accionante instauró acción de tutela contra la CENTRAL CERVECERA 

DE COLOMBIA SAS, por vulneración al derecho fundamental constitucional de 

petición. 

 

Fundamenta sus pretensiones en los siguientes hechos: 

 
i.) “EL suscripto HELVERTH ALEXANDER SERRATO SEPULVEDA, ingresó a 

laborar el día 03 de Septiembre de 2018 en la empresa CENTRAL 
CERVECERA DE COLOMBIA SAS., ocupando el cargo de representante de 
venta”.  
 

ii.) “Para el día 26 de Febrero del 2020, tome la decisión de afiliarme a la 
Organización sindical Sinaltrainbec, esto teniendo en cuenta que la 
empresa me Vulnera mis derechos laborales”.  

 

iii.) “El día 12 de Enero del 2021, radique derecho de petición a la empresa 
Central Cervecera de Colombia SAS, solicitando la siguiente solicitud:  
1. “Solicitud de pago de prima extralegal de navidad, se ordene a quien 

corresponda pagar al suscrito la prima extralegal de diciembre en las 

mismas condiciones de los demás trabajadores a quienes se les pago 
con la quincena del 15 de diciembre de 2020”. 

2. “Que se ordene a quien corresponda no continuar con la persecución 
sindical e atentar contra el derecho de asociación sindical y libertad 
sindical que somos victimas por haber tomado la decisión de hacer uso 
de un derecho libre de asociación sindical”. 

3. “Que al no pagar la prima extralegal de diciembre en las mismas 

condiciones de los demás trabajadores a quienes se les cancelo 
oportunamente, la administración esta incurso en la conducta de 
discriminación con los trabajadores sindicalizados”. 

4. “Que me conteste como se han pagado durante mi vinculación con la 
empresa como se ha venido pagando los beneficios extralegales de 

prima de junio, diciembre y vacaciones a que tienen derechos todos 

los trabajadores que cumplen con los requisitos del periodo 
correspondiente a cada uno de los beneficios”. 
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5. “Que se me conteste si en la empresa existe vigente una convención 
colectiva”. 

6. “Se manifieste cual el estatuto legal que existe en la empresa que 
regula los beneficios extralegales para todos los trabajadores”. 

 

iv.) “Ahora bien, el 28 de Enero del 2021, la empresa Central Cervecera de 
Colombia SAS, dio respuesta al derecho de petición indicando que 
actualmente “se encuentra vigente un pacto colectivo de trabajo 2020-
2023, en el que expresamente se acordó que los beneficios contemplados 
aplican exclusivamente a aquellos trabajadores no sindicalizados, de 

conformidad con su cláusula 6” 
 

v.) “Es importante resaltar que lo que he solicitado a la compañía, son 
derechos que se encuentran vigentes en el Pacto Colectivo, y por lo tanto 
están siendo vulnerados por parte de la empresa Central Cervecera de 

Colombia SAS, ya que en diferentes oportunidades les he solicitado que 
sean otorgados estos beneficios que están establecidos en el pacto 
colectivo”. 

 

vi.) “Con relación a los argumentos presentados por la empresa a la respuesta 
del derecho de petición, se evidencia que la respuesta no ha sido ni de 

manera congruente ni de fondo, debido a que nunca se realizó un proceso 
analítico y detallado, lo cual no es de recibo para el suscrito la respuesta 

de la empresa por considerarse que no fue de fondo su respuesta”. 
 

vii.) “En diferentes jurisprudencias de la honorable corte constitucional ha 
dejado claro que la respuesta en el derecho de petición de fondo debe 
reflejar que la entidad ha realizado un proceso analítico y detallado para 

verificación de los derechos, y no como se da respuesta de una manera 
que no es congruente ni de fondo”. 

 

IMPUGNACIÓN 

 
Inconforme con la sentencia de primera instancia, el accionado, impugnó el fallo, 

fundamentando:  

 
“(…) Es importante resaltar que de acuerdo a lo manifestado por parte de la 
accionada Central Cervecera de Colombia SAS, en donde manifiesta que el derecho 
de petición elevado por el suscrito, lo que se pretende es una aplicación ilegitima 
de beneficios extralegales que en virtud de la legislación colombiana no le 
corresponde, es un argumento interpretativo ineficaz ya que actualmente existe 

en la empresa Central Cervecera de Colombia SAS, un Pacto Colectivo Vigente y 
que sus beneficios fueron suspendidos desde el momento que tome la decisión de 
afiliarme a la organización sindical (…)”.  

 
“(…) Así las cosas, de acuerdo a lo manifestado por parte de la accionada se 

evidencia que su respuesta al derecho de petición no ha sido clara, congruente y 
mucho menos una respuesta de fondo a la solicitud invocada por parte de este 
suscrito, par que con ello entender de una mejor manera los argumentos de la 
compañía al negar un derecho adquirido, el cual se pretende sea aplicado de forma 
inmediata ya que estos derechos adquiridos están siendo vulnerados por parte de 
la compañía (...)”. 

 
“(…) De manera respetuosa no comparto lo indicado por el señor juez décimo 
municipal de pequeñas causas laborales de manifestar “que la respuesta fue clara, 
de fondo y resolvió lo peticionado por el suscrito”, lo cual si bien es cierto que la 

información suministrada por la compañía no fue de fondo ya que a pesar de lo 
que se realizó por parte de la compañía, fue un recuento de un conflicto el cual se 
encuentra activo con la organización sindical, no es el caso en esta oportunidad de 
tergiversar la petición de manera respetuosa a ala empresa en donde indicara de 
fondo las peticiones mencionadas en el presente libelo de la acción de tutela, lo 
cual la compañía no respondió de fondo y argumenta algunas razones que son 

diferentes a los hechos suscitados por parte de la compañía (...)”. 
 

 

Para resolver es del caso hacer las siguientes: 
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CONSIDERACIONES 

 
Es competente este Despacho para conocer de la impugnación al fallo de tutela 

de primera instancia, de conformidad con lo previsto en el art. 32 del Decreto 

2591, y a ello se procede según las siguientes consideraciones que serán la base 

para decidir: 

 
1. Sobre la procedencia de la acción de tutela 

 
Como es sabido, la acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política de Colombia, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por sí mismo o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
En otros términos, la acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar 

solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que 

implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de 

los cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de 

ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es 

decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta 

eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones 

normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una 

clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho 

fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal 

acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa 

del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (artículo 6º del 

decreto 2591 de 1991. 

 
El artículo 23 de la Carta Política el cual dispone:" Toda persona tiene derecho 

a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución...". 

 
De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una 

petición respetuosa de un ciudadano por motivos de interés particular, como 

ocurre en el presente caso, está obligada a pronunciarse de fondo, no sólo en 

forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del ciudadano, en lo 

que constituye el objeto de la solicitud. 
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El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en 

el art. 14 del Código Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue 

declarado INEXEQUIBLE por la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, 

con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, donde se establece que 

debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la fecha 

de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de 

días, éstos son  hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 

En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las 

mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes de lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 

"En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios 
desarrollados por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual se 
fundó, en buena medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-377 de 
2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 

garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 
a la participación política y a la libertad de expresión. 
 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si esta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo 
solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con 

estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 
fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco 

se concreta siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 
privadas cuando la ley así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular 
presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho 

de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando 
el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 

otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si 
la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será 
un   derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

 
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene 

la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se 
acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 
para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 
dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 
autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el 

cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad 
del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado 
de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte 
Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que 
ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la 
respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

 
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales 
más: 
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j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del 

deber de responder; 

 
k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su 

respuesta al interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 
Revisadas las documentales allegadas al proceso, se puede evidenciar que 

efectivamente, el accionante elevó derecho de petición ante la accionada con 

fecha 12 de enero de 2021, que el día 28 de enero de 2021 la accionada 

CORPORACION EDUCATIVA INDOAMERICANA LTDA., dio respuesta al 

derecho de petición impetrado por el accionante así: en el numeral primero 

manifestó la improcedencia de la acción por cuanto se encuentra vigente un 

Pacto Colectivo de Trabajo (2020 – 2023), en el que se acordó que los beneficios 

contemplados aplican exclusivamente para aquellos trabajadores no sindicados 

de conformidad con su cláusula sexta y el accionante se encuentra vinculado a 

dos grupos sindicales, siendo estos: SINDICATO NACIONAL DE 

TRABAJADORES DE LA INDUSTRIA DE LAS BEBIDAS, ALIMENTOS, 

SISTEMA AGROALIMENTARIO, AFINES Y SIMILARES EN COLOMBIA 

“SINALTRAINBEC” y UNION DE TRABAJADORES DE ALIMENTOS Y 

BEBIDAS “UTRAB”.; en respuesta al numeral segundo relacionó que se ha 

dado estricto cumplimiento a las disposiciones legales con respecto al derecho 

de asociación sindical, negando existencia de actos de persecución; en el 

numeral tercero indicó que la Empresa promueve y respeta los derechos de 

sus trabajadores y en ningún momento la Compañía ha desplegado actos de 

discriminación en contra de sus empleados sindicalizados; en el numeral 

cuarto mencionó que los beneficios extralegales de prima de junio y diciembre 

y la prima de vacaciones ha sido reconocido de conformidad con las condiciones 

establecidas en el Pacto Colectivo (2017-2020); en el numeral quinto la 

accionada aseguró que en la Central Cervecera S.A.S., no existe convención 

colectiva de trabajo aplicable a los trabajadores sindicalizados, y en el numeral 

sexto relacionó que mediante el Pacto Colectivo de Trabajo con vigencia 2020-

2023 se determinaron que los beneficios extralegales otorgados por la Empresa 

benefician exclusivamente a aquellos trabajadores no sindicalizados de 

conformidad con lo establecido en la cláusula 06 la cual expresamente señala:  

 

“Este pacto colectivo de trabajo, se aplicará conforme a la ley al personal de 
trabajadores directos no sindicalizados de la Empresa CENTRAL CERVECERA DE 
COLOMBIA S.A.S., que no lo han celebrado o que se adhieran a él con posterioridad 

a su firma, y a todos aquellos trabajadores que posteriormente ingresen al servicio 
de la Empresa y se adhieran a él”. 

 

Sin más consideraciones, este Despacho, concluye que, el cúmulo de 

fundamentación jurisprudencial constitucional que el A Quo tuvo en cuenta para 
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su fallo, como el análisis probatorio que para tal fin exigen las pretensiones 

incoadas y el medio que debe seguirse, como la subsidiariedad cuando así se 

amerite, ha sido cuidadosa y profusa, como concerniente para el caso del cual 

se cursó impugnación.  

 

En consecuencia, se da por confirmada la providencia emitida con fecha julio 28 

2021, por el JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

LABORALES DE BOGOTÁ D.C. 

 

 

D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecinueve Laboral del Circuito de Bogotá 

D.C, Administrando Justicia en nombre de La República de Colombia y por 

autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: CONFIRMAR en todas y cada una de sus partes el fallo de primera 

instancia, emitido con fecha julio 28 de 2021, por el JUZGADO DÉCIMO 

MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C., por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: REMITASE la actuación a la H. Corte Constitucional para su eventual 

revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591de 

1991. 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 

LA JUEZ, 

 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

JERH 

  

 

 

 

 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

No.   125 del 23 de agosto de 2021 

 

LUZ MILA CELIS PARRA 
SECRETARIA 

 

 

 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria. 


